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Introducción 

Como puede verse, una excelente idea procesal, que además podría califi carse como una 
temprana señal de oralidad, que logró culminar con una Ley de la República que introdujo la 
oralidad en la Jurisdicción Contencioso Administra� va, dejando atrás, una Ley de la Jurisdicción 
Contencioso Administra� va que tenía a li� gantes y a jueces sujetos a un estadio metal dentro de 
un sistema escritural tradicional, que menospreciaba toda posibilidad de oralidad. Y es que las 
mayores difi cultades en la aplicación del juicio por audiencias orales no están en la Legislación sino 
en nuestra propia ideología, que ofrece una gran resistencia al cambio. 

La idea de Garan� smo en el modelo procesal   

La irradiación de las normas del derecho fundamental en todos los ámbitos el derecho � ene 
efectos de gran alcance en relación con el carácter del sistema jurídico (ALEXY, 2012). Es que el refl ejo 
de los derechos y garan� as fundamentales en la norma� va legal, hace además efec� va la aplicación 
de estos principios recogidos en las cartas fundamentales de los Estados. Uno de aquéllos, es el del 
debido proceso, que se garan� za por los principios de oralidad, celeridad, inmediación y disposi� vo 
del proceso civil, que en el caso del Ecuador, está recogido en el ar� culo168 de la Cons� tución de 
la República del Ecuador. 

Y es que referirnos al Garan� smo en el proceso, es adoptar la medida por la cual el proceso 
se convierte un compromiso cons� tucional de garan� a funcional en el tráfi co de bienes li� giosos, 
proyectándose de esta manera, el proceso en su sustan� vidad, autónomamente. De ahí que no 
interesa tanto que el proceso aplique tal o cual norma en el ámbito de tráfi co de bienes li� giosos, 
sino que el proceso sea garan� a autónoma de aquella actuación sustan� va comprome� da 
cons� tucionalmente (NAVARRETE, 2011). 

Lo que signifi ca que respeta cada uno de los elementos del debido proceso, que garan� ce 
un resultado, el más favorable a la verdad. El proceso judicial en la actualidad, debe entonces 
amparar no solo el derecho al debido proceso sino además los derechos fundamentales de la carta 
magna de un Estado. Y siendo que la jueza o el juez, son los ar� fi ces del proceso, son aquellos los 
llamados a cumplir ese Garan� smo transparentado en la Cons� tución que ampara el compromiso 
cons� tucional de garan� zar en el proceso judicial la aplicación de los derechos fundamentales de 
la persona humana. Por lo que el Garan� smo signifi ca más allá de la aplicación del debido proceso, 
es también hacer efec� vos los derechos fundamentales en el proceso. En este contexto, debemos 
situar ahora el cambio de la dialéc� ca del proceso judicial, que ha ido pasando por las rieles de la 
historia de un � po disposi� vo a uno inquisi� vo, o viceversa. 

El principio disposi� vo supone que corresponde a las partes iniciar el juicio formulando 
la demanda y proporcionar los elementos para su decisión (pe� ciones, excepciones, recursos, 
pruebas), es decir, la inicia� va en general, y que el juez debe atenerse exclusivamente a la ac� vidad 
de éstas, sin que le sea permi� do tomar inicia� vas encaminadas a iniciar el proceso ni a establecer 
la verdad y conocer de parte de cuál de ellas está la razón en la afi rmación de los hechos (ECHANDÍA, 
2009, p. 58-59).  Y por el contrario el principio inquisi� vo supone la ac� vidad ofi ciosa del juez, en 
cuanto a la persecución de la verdad sin limitaciones; debemos afi rmar que no se puede hablar de 
un sistema absoluto de fuentes de prueba o de impulso del proceso absoluto, en tratándose sea de 
una de las fórmulas expuestas o de la otra. 

Oralidad y Tutela Jurisdiccional 

Para empezar, diremos que la par� cipación del Estado cada vez más en la aplicación del 
derecho busca garan� zar un Estado más ac� vo en el cumplimiento de los derechos y garan� as de 
los ciudadanos, pues ha dejado de ser el inac� vo sujeto en el proceso, al dinámico actuante en la 
búsqueda del cumplimiento de los fi nes y beldades del proceso. Esto signifi ca que la gran evolución 
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del Estado liberal al Estado par� cipa� vo busca una actuación más ac� va dentro del derecho y de la 
realización de la jus� cia. En todo caso, una de las protecciones fundamentales que debe garan� zar 
es la tutela jurisdiccional efec� va, entendida como la efi cacia ver� cal y horizontal de los derechos 
fundamentales sobre el poder público y la efi cacia de los derechos fundamentales en las relaciones 
entre par� culares.

Existe efi cacia ver� cal en la vinculación del legislador, del administrador público y del juez a 
los derechos fundamentales; y, efi cacia horizontal o privada o en relación en terceros —Dri� wirkung, 
en la expresión alemana— en las relaciones entre par� culares, aunque se sostenga que, en el caso 
de manifi esta desigualdad entre dos par� culares, también exista relación de naturaleza ver� cal 
(MARIONI, 2011). Sin embargo, de ello la Doctrina ha sido clara en establecer que la garan� a de la 
efi cacia de los derechos fundamentales que se refl ejan en los par� culares muchas veces no � ene 
una efi cacia inmediata, de eso hay que establecer claramente su dis� nción. En palabras de Marinoni 
verbigracia, se señala que 

el problema que se coloca delante de la efi cacia horizontal 
es el de que las relaciones entre par� culares hay dos o más 
� tulares de derechos fundamentales y por eso en ellas es 
imposible afi rmar una efi cacia semejante a aquélla que incide 
sobre el poder público, porque siempre hay una parte que 
pierde. Realmente hay una gran discusión sobre la cues� ón 
de la efi cacia horizontal de los derechos fundamentales, 
sosteniendo algunos que los derechos fundamentales no 
� enen efi cacia inmediata sobre los par� culares, sino solo 
mediata dependiendo, en ese sen� do, de la mediación del 
Estado (MARINONI, 2011, p. 45). 

Es por ello, que la importancia cada vez más incidental de la par� cipación del Estado en la 
con� enda judicial, que debe dirigir sus esfuerzos a través de los órganos competentes para eliminar 
los excesos del sistema, perfeccionar los procesos y mejorar la atención del servicio judicial hacia la 
ciudadanía. 

La celeridad en el proceso, al entablarse en un mismo acto procesal o audiencia preliminar 
las pretensiones y excepciones del juicio, e incluido la prueba. Si las pretensiones y excepciones 
se fundamentan en derecho o en los hechos, diremos que estos elementos centrales de una 
demanda y de una contestación a la demanda, se plantearían en la audiencia. Incluso en materia 
de etapa probatoria, si se toma en cuenta que el derecho no hace falta probarlo (solo el derecho 
extranjero), hablaremos solo de los hechos que se prueban en la etapa procesal con diligencias 
como los tes� gos, tes� monios, pruebas documentales, informes periciales e inspecciones, etc.; y si 
estos actos procesales se desarrollan ante el juez y las partes, puede alcanzarse mayor inmediación 
y celeridad, cumpliendo así los obje� vos de la oralidad que son la efi cacia, el conseguir la verdad, 
y la celeridad (ALBÁN GOMEZ, 2004).  - No hay interrupciones del proceso y de las actuaciones 
procesales.  - Se logra la publicidad del juicio. 

La necesidad de oralidad como principio rector del proceso 
jurisdiccional  

Señala Cappelle�   (1972) que la oralidad cons� tuye una idea símbolo en los dos úl� mos 
siglos para impulsar una serie de movimientos de crí� ca y reforma del proceso, en especial, en los 
sistemas romano-canónicos, emprendidos después de la Revolución Francesa y del movimiento 
codifi cador (CAPPELLETTI, 1972). Se trata de una idea, elevada a principio procedimental, que, 
obviamente, todavía � ene actualidad y vigencia en aquellos sistemas jurídicos que permanecen 
anclados en un proceso predominantemente escrito de corte medieval y barroco con sistemas 
tasados o tarifados de valoración de la prueba (prueba legal) y carentes de relaciones inmediatas 
entre el órgano jurisdiccional decisor y las partes. La oralidad cons� tuye la fuente de inspiración 
para emprender una serie de reformas legisla� vas que incluyan un sistema de admisión y valoración 
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libre y crí� ca de la prueba -la libre valoración y convicción del juez solo puede darse en el seno de un 
proceso oral- la inmediación entre el acervo probatorio y el juez decisor y la introducción de una o 
varias audiencias para sustanciar la causa. 

Incluso, se habla de un “movimiento en favor de la oralidad”, el que se remonta a mediados 
del siglo pasado en Europa Con� nental y que fruc� fi có con la promulgación de las ordenanzas 
procesales civiles de Alemania (1877) y Austria (1895) (ARTAVIA BARRANTES, 2000). Ese movimiento 
surgió como reacción a ciertas caracterís� cas nega� vas del modelo procesal vigente en la época, 
tales como las siguientes: 

El predominio absoluto del elemento escrito, de tal modo que se es� maba que lo que no 
consta en el expediente no existe en el mundo (inadmisibilidad e invalidez absoluta de los elementos 
orales quod non est in acti s no est de hoc mundo). 

Ausencia de inmediatez, puesto que, el juez decisor no � ene un contacto directo, inmediato 
y personal con los otros sujetos procesales, los hechos y la prueba. La recepción de la prueba 
se delega en otra persona -generalmente un juez instructor o actuario o, incluso, en un auxiliar 
judicial-, razón por la que se creo “...una propia y verdadera muralla de papel entre el juez y los otros 
sujetos del proceso...”

Prevalencia del sistema de prueba legal con reglas formales, abstractas y apriorís� cas que 
determinan su admisibilidad y valor. 

Ausencia de concentración, puesto que, el proceso está cons� tuido por una serie de etapas 
y fases concatenadas y prolongadas además de estar llenas de vicisitudes y eventualidades, esto es, 
el proceso difuso, disperso o desconcentrado. 

La experiencia acumulada durante siglos permite combinar efi cientemente los dos sistemas 
–oral y escritural-. Las defi ciencias y recelos que suscitó la oralidad en la Edad Media por la difi cultad 
para conservar la memoria de lo actuado son superadas, y por mucho, con los medios tecnológicos 
modernos de grabación en vídeo y/o audio. Y por su parte, no se puede desconocer que el sistema 
escritural en sus justas proporciones nos ofrece buenas prác� cas que se deben conservar como 
garan� a de la seguridad jurídica y del principio disposi� vo. 

Por ello es más técnico llamar al sistema “juicio o proceso por audiencias”, el cual implica que 
las principales decisiones se adoptan oralmente en audiencia pública, sin excluir completamente lo 
escrito, que como sabemos se conserva en la primera etapa desde la presentación de la demanda 
hasta antes de la audiencia preliminar. Nótese que aún la etapa escrita está diseñada como 
preparatoria de las audiencias, por eso se resalta que el proceso es “predominantemente oral”.

Es per� nente acudir a la precisión conceptual de A� enza e Ruiz Manero, cuando dis� ngue 
entre principio en sen� do estricto y principio como directriz o norma programá� ca. La oralidad no 
es un principio en sen� do estricto, porque como tal, no es un valor superior del ordenamiento, sino 
un medio, que podrá tener excepciones, según lo determine el Legislador. Por ello el concepto de 
principio debemos entenderlo como una norma programá� ca o directriz, que consagra un medio 
(diligencias orales y por audiencias) para alcanzar una jus� cia pronta y cumplida. (ATIENZA e RUIZ 
MANERO, 2013)

Lo anterior no desdeña el enfoque del maestro Mauro Cappelle�  , quien consideró la 
oralidad como una idea símbolo, lo cual nos hace pensar que la oralidad � ene algunos elementos 
de un principio en sen� do estricto, porque expresa un valor superior, una posición ideológica que 
representa un concepto más amplio y elocuente vinculado con una manera de concebir el proceso 
y la relación entre el juez y las partes. 

La oralidad como principio � ene una par� cular dimensión legi� madora de la administración 
de jus� cia, porque el proceso por audiencias realiza a plenitud – como ningún otro- los principios 
procesales que son más claros a un sistema judicial efi ciente. De allí la importancia histórica que 
� ene para la jus� cia contenciosa administra� va el proceso por audiencias, porque nos pone en el 
camino de correc� vos de fondo que la sociedad reclama con especial urgencia. Un sistema judicial 
socialmente inefi caz y despres� giado es el peor de los males, lo cual podría hacer inviable una 
sociedad. 

Los principios procesales que se realizan con especial preponderancia en el juicio por 
audiencias son: la inmediación, la publicidad, y la concentración. 
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La oralidad como forma de innovación del proceso judicial 

Como lo expresó Calamandrei existe un binomio oralidad y escritura que ha reves� do un 
signifi cado polémico y programá� co, siendo el primer elemento la bandera del proceso del futuro 
y el segundo la representación de un proceso desfasado y anquilosado que debe reformarse 
(CALAMANDDREI, 1965).  La comunicación que se produce en el proceso, esto es, las declaraciones 
de voluntad y conocimiento que formulan las partes, puede asumir dos formas oral y escrita, según 
se produzca entre presentes o ausentes. 

La doctrina es conteste en sostener que en virtud del grado de evolución jurídica de 
la humanidad, no puede exis� r un proceso puro, esto es, eminentemente escrito u oral. Lo 
recomendable es buscar un término medio, es decir, una coexistencia o complementación armónica 
del elemento escrito y del oral que desemboque en un proceso mixto. Resulta di� cil imaginar un 
proceso oral que no admita la existencia de actos escritos, dado que, la escritura cons� tuye un 
modo de expresión y conservación del pensamiento muy u� lizado modernamente. De lo que se 
trata, más bien, es de otorgarle al elemento escrito el si� o real que le corresponde en el proceso 
(JINESTA LOBO, 1999). 

El proceso debe ser escrito en su fase inicial, introductoria o preparatoria y oral en la etapa 
de sustanciación, por lo que el problema radica en la coordinación de sendos elementos y no en la 
exclusión radical de uno de ellos. 

Ambos elementos � enen sus virtudes, así el escrito, ocasionalmente, ofrece precisión, 
preparación y refl exión. No obstante, también ofrece graves desventajas, puesto que, en la mayoría 
de los li� gios los escritos extensos, desordenados y redundantes contribuyen a complicarle a las 
partes y al órgano jurisdiccional el entendimiento de cues� ones básicas y elementales, así como 
a prolongar, innecesariamente, la resolución fi nal. El proceso escrito contribuye a prolongar 
patológicamente la ya de por sí len� tud fi siológica del proceso, además de socavar las fi nanzas, 
paciencia, valor, esperanza y confi anza de la parte que probablemente � ene la razón y se ve 
compelida a acudir a la tutela judicial. 

De su parte el elemento oral brinda las ventajas de la elocuencia muda del cuerpo (gestos, 
ademanes, muecas y ac� tudes corporales) y de la palabra viva, persuasiva y simple, que le permiten 
al juez determinar los puntos medulares objeto de la discusión. Es así como los sistemas procesales 
que buscan un grado importante de perfección combinan y coordinan sendos elementos u� lizando 
la escritura para los actos que requieren de precisión y conservación demanda y contestación, 
contrademanda y réplica, dúplica y tríplica) y la oralidad para aquellos donde la espontaneidad, 
inmediación y simplicidad son relevantes. 

Se encuentra plenamente aceptado que la fase preparatoria de todo proceso debe ser 
predominantemente escrita con relación a los siguientes aspectos: a) la demanda, la contestación, 
las excepciones y las eventuales contrademanda y réplica -hechos y pretensión-. En aras de la 
precisión, seriedad y seguridad, deben constar por escrito, independientemente que las partes., 
ulteriormente, integren, delimiten, aclaren, modifi quen o precisen tales extremos en una audiencia 
concentrada posterior y b) los alegatos o argumentaciones jurídicas -fundamentos de derecho- que 
requieren de un estudio profundo y refl exivo de la legislación, doctrina y jurisprudencia para evitar 
la superfi cialidad, improvisación y olvido inherentes a la retórica y a la difi cultad para manejarla. 

De igual forma, se es� ma que la escritura cumple en el proceso oral otra función además de 
la preparatoria, la cual consiste en documentar o registrar los aspectos relevantes de los debates 
ocurridos en las audiencias, sobre todo para una instancia posterior, a través de las actas que se 
levanten al efecto. En esas actas se consignan las preguntas dirigidas a las fuentes de prueba y 
sus respuestas, las aclaraciones, rec� fi caciones y modifi caciones formuladas por las partes, las 
resoluciones dictadas por el juez, etc. 

En cambio, en tratándose de la recepción de prueba, la oralidad cumple un papel 
fundamental. No obstante, deben efectuarse algunas dis� nciones de importancia. Existen 
probanzas, fundamentalmente documentales -precons� tuidas respecto del proceso- con relación 
a las que debe regir el sistema de valoración legal, esto es, la oralidad no puede suponer una 
“irracional desvalorización de la prueba documental (precons� tuida)”, puesto que, la misma crea 
un grado de certeza y seguridad entre las partes que intervienen en una relación jurídica al prever 
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los resultados de un proceso eventual (VÁZQUEZ BUSTOS, 2012). En resumen, la oralidad supone la 
libre valoración de la prueba por cons� tuir (tes� monial, pericial, declaración y confesión de partes, 
etc.), esto es, en cuya producción el juez ha par� cipado directa y personalmente.

La inmediación podemos describirla de manera simple, como la proximidad � sica del juez o 
jueza a las partes al momento de tomar las principales decisiones judiciales en la audiencia, de cara 
al ciudadano. La transparencia que ello implica se convierte en un efi ciente mecanismo legi� mador 
de la jus� cia. 

El sistema escritural ha propiciado el “for� n de papel” que hace invisible al juez o jueza ante 
los ojos del usuario de la jus� cia, quien frecuentemente lo imagina como un ser superior, lóbrego, 
incierto y tal vez imparcial, del que sólo � ene una vaga descripción – posi� va o nega� va- que le 
proporciona su apoderado judicial.

El proceso oral en el Contencioso Administra� vo ha construido una nueva modalidad de 
juez, porque éste ya no estará más escondido detrás de los expedientes, sino que tendrá que estar 
frente al confl icto y los actores procesales.

El contacto inmediato del juez o jueza con las partes, los tes� gos, los peritos, etc., le permite 
captar de manera genuina las declaraciones y obtener impresiones esenciales para califi car la 
credibilidad de los deponentes. 

La inmediación es prenda de garan� a en la indagación de la verdad, el gran reto que � ene 
el juez o jueza contencioso administra� vo para decidir el asunto de la manera más justa posible. 

Y bueno, esos sub principios son fundamentales, la iden� dad � sica le permite al juez resolver 
los asuntos, tanto en el trámite, como al momento de decidir y el tema de la concentración, � ene 
que o � ene relación directa con la jus� cia pronta y cumplida, o el proceso, dentro de un plazo 
razonable, y el tema de la inmediación también, pues garan� za esa mayor comunicación, más 
fl uida entre juez y las partes.  En realidad, pues es un cambio ideológico importante, porque la 
oralidad supone un cambio en la concepción procesal y del mundo y yo creo que esto, marca un 
hito fundamental, porque se trata de dar el salto cualita� vo de un proceso, predominantemente 
escrito a uno, predominantemente oral. (…)” 

Además, la publicidad es parte esencial del juicio por audiencias porque rompe con el fe� che 
de lo “secreto” –para el administrado- que ha implicado el sistema escrito. La oralidad ennoblece 
la legi� midad de las decisiones judiciales porque son adoptadas en frente de todos, de manera 
transparente, abierta, sin ocultamientos. 

Dice STEFAN LEIBLE:

(…) lo que ocurre a la vista y oídos del público, goza de confi anza 
más fácilmente (…)”.  Son famosas las palabras del Conde de 
Mirabeau dirigidas a la Asamblea Nacional Francesa, en las 
que muestra la confi abilidad que al juicio público atribuía: 
“(…) Dadme el juez que vosotros queráis, parcial, corrompido, 
incluso mi enemigo si queréis; no me importa, siempre que 
él no pueda actuar más que ante la cara del público (…)”. 
(VARELA CASTRO, 2002, p. 287-350)

La publicidad convierte a las partes y demás interesados en tes� gos de excepción de los 
principales actos procesales. La oportunidad que les brinda el sistema de asis� r a la audiencia 
oral los hace copar� cipes y por ende validadores de lo que allí sucedió, aunque no compartan las 
decisiones judiciales adoptadas. Ya no es sólo un asunto de los abogados y los jueces, es un asunto 
en donde todos están involucrados, de allí la confi anza que genera este principio, que por lo mismo 
es profundamente democrá� co por el control social que implica. 

Expone Tejeiro:  

(…) La circunstancia de producirse la mayoría de los actos 
procesales en la audiencia, públicamente, permite a las partes 
y a los terceros “adivinar” con an� cipación, en la mayoría de 
los casos, el sen� do del fallo, pues pueden observar el debate, 
la prác� ca probatoria y las alegaciones fi nales, de suerte que 
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en una especie de previsibilidad de la decisión � enen la opción 
de an� ciparse a la sentencia y, normalmente, de coincidir 
con ella, lo cual importa confi abilidad y, por ese camino, 
inapelabilidad (…).

Es necesario dis� nguir la publicidad interna que cobija a las partes y terceros interesados del 
proceso, los que tendrán garan� a de publicidad para preservar el debido proceso, de la publicidad 
externa que � ene relación con la comunidad en general, los medios de comunicación, y que desde 
luego, en ciertas y determinadas circunstancias podrá restringirse por tratarse de asuntos en donde, 
por ejemplo, estén involucrados menores de edad, asuntos de seguridad nacional, o existan peligros 
de desorden público, o cualquier otra circunstancias que el juez contencioso considere atentatoria 
de los derechos fundamentales de las partes. 

Respecto de la publicidad externa es oportuno citar nuevamente el ar� culo 14 del Pacto de 
Nueva York, llamado Pacto Internacional de Derechos Civiles y Polí� cos, que precisa el alcance de 
la publicidad externa como garan� a fundamental de la sociedad para el ejercicio del control social. 
Veamos los apartes per� nentes: “(…) Ar� culo 14: Todas las personas son iguales ante los tribunales 
y cortes de jus� cia”. 

Toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las debidas garan� as por un 
tribunal competente, independiente e imparcial, establecido por la ley,

 (…) La prensa y el público podrán ser excluidos de la totalidad 
o parte de los juicios por consideraciones de moral, orden 
público o seguridad nacional en una sociedad democrá� ca, o 
cuando lo exija el interés de la vida privada de las partes o, 
en la medida estrictamente necesaria en opinión del tribunal, 
cuando por circunstancias especiales del asunto la publicidad 
pudiera perjudicar a los intereses de la jus� cia; pero toda 
sentencia en materia penal o contenciosa será pública, 
excepto en los casos en que el interés de menores de edad 
exija lo contrario. (…) 

La norma transcrita recomienda evaluar con sindéresis la situación concreta, bajo dos 
premisas básicas. (i) Prima facie se debe favorecer el principio de publicidad, lo cual autoriza la 
presencia de los medios de comunicación en las audiencias que ellos consideren importantes. (ii) 
Pero si es necesario proteger derechos de un menor, o en general si la presencia de dichos medios 
afecta el núcleo esencial de los derechos fundamentales de alguna de las partes, o el debido proceso 
puede resultar grave y directamente afectado, o se trata de asuntos de orden público o seguridad 
nacional, entonces el juez o jueza podrá restringir la publicidad externa. El juez o jueza harán la 
ponderación en cada caso concreto. 

 Conclusión

La oralidad contribuye a la democra� zación de la jus� cia y del derecho, puesto que, se 
requiere un juez que además de un rol ac� vo -director e impulsor del proceso-, esto es, que dirija, 
ordene y agilice el proceso, asuma un papel asistencial interactuando con las partes para determinar 
y delimitar el objeto del proceso, los hechos controver� dos y la prueba admisible y per� nente, esto 
es, colaborando en la búsqueda de la verdad real y asegurando una igualdad real entre las partes, 
de tal manera que la parte victoriosa sea la que probablemente � ene la razón y no la que posee más 
medios económicos para pagar a un representante hábil que complique el proceso en aras de los 
intereses de su representado y resista la len� tud del proceso. 

Se precisa de un juez involucrado y comprome� do con la resolución de la causa y no 
introducido en una campana de cristal, construida sobre la base de una mal entendida independencia 
o imparcialidad, que lo aísla y aparta del resto de los sujetos procesales. Se requiere, en suma, de 
jueces honestos, diligentes, sensibles y estudiosos. 

La oralidad propicia y conduce a la humanización del proceso, por cuanto, respeta la dignidad 
humana, lo actualiza, lo acerca al ser humano y mejora la comunicación procesal haciéndola más 
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fl exible y expedita. 
La oralidad � ene, también, una función moralizante, puesto que, contribuye por su 

inmediatez a evitar las estrategias de los li� gantes contrarias a la buena fe y lealtad procesales. 
La realización del mandato de los tratados internacionales para la efec� va protección de 

los derechos humanos ha circunscrito unísonamente que la inmediación, la concentración y la 
publicidad, cons� tuyen el fondo esencial de la oralidad, cuyo resultado natural es la audiencia 
pública, con� nua e ininterrumpida en que se produce la discusión probatoria, la alegación y 
la sentencia, en medio de la unidad de � empo, de lugar y de acción, como caracterizan al trial 
anglosajón los autores Antoine Garapon y Ioannis Papadopoulus en su texto “Juzgar en Estados 
Unidos y en Francia” (GARAPON E PAPADOPOULOS, 2006, p. 314). 

La inexperiencia en la cual se sumó en los primeros años la jurisdicción contenciosa 
administra� va ante el nuevo modelo de audiencias orales insertas por el CPCA, generó dudas sobre 
el rol que debía jugar el juez o jueza en la dirección de la audiencia. En el imaginario colec� vo, 
pensamos que lo correcto era una fórmula intermedia entre la pasividad y el protagonismo, pero 
aún no vislumbrábamos con claridad los conceptos y las técnicas que garan� zarían el justo medio 
que se necesitaba. 

La dirección de la audiencia es sin lugar a dudas, un reto para el juez o jueza, de allí la 
necesidad de profundizar en los conceptos de dirección material y técnica de la misma. Por tanto, es 
per� nente hacer varias recomendaciones básicas, que a veces, por obvias razones, se desconocen 
o se dejan de lado. Tejeiro Duque  dice: “Como en el teatro clásico, el trial responde a la regla de las 
tres unidades: de � empo, de lugar y de acción, a la cual se añaden el principio de contradicción en 
todas las etapas y el de la inmediatez de la prueba”. 

Sabemos que la verdad es elusiva y que en el proceso cada una de las partes pretende 
hacer prevalecer su “verdad”. Los abogados de las partes u� lizan todos los subterfugios legalmente 
posibles para ocultar aquello que le es desfavorable y el juez o jueza no puede ser un simple 
espectador de pres� digitaciones probatorias. De allí que se insista en un juez proac� vo, que sin 
romper el equilibrio, la imparcialidad y el debido proceso, � ene como meta descubrir la verdad 
hasta donde ello fuere posible. 

Ahora bien, la verdad metodológicamente se concibe como un principio directriz, esto es, 
como un ideal al que se aspira sin que sea conseguible en términos absolutos. Ontológicamente la 
verdad es la coincidencia con la realidad.  La verdad procesal básicamente la encontramos en los 
hechos judicialmente relevantes, los cuales no se conocen directamente por el juez o jueza, sino 
como una representación o un juicio sobre ellos. Es la que surge del proceso, es decir, la que consta 
en los elementos probatorios y de convicción allegados a los autos. Esta puede ser diferente de la 
verdad real para el juez. 

Lo anterior nos muestra una manera singular de producir la verdad jurídica, en donde todo se 
reduce a una especie de juego, prueba arcaica, que implica un cierto desa� o. Así, el descubrimiento 
de la verdad quedaría en manos de los dioses. Aún más, recordemos las llamadas “ordalías” que 
fueron prac� cadas especialmente en la Edad Media occidental, bajo las reglas del enfrentamiento 
del acusado con otras fuerzas provenientes de los hombres, de Dios o de la naturaleza. 
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